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Alfredo Álvarez Villegas y Carolina Álvarez Giraldo, en su nombre, y en representación, esta última, de los menores JE y MCA.
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Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal y la Inspección Tercera Municipal de Policía de esa misma localidad, a la que fueron vinculados Inedis Zuluaga de Castaño; Hernán Zuluaga Villegas; Amanda Zuluaga de Gómez; Isabel, Helida, Consuelo, Carmen Luisa Zuluaga Villegas y José Humberto Cadavid Ramírez; el Procurador 21 Judicial II Infancia, Adolescencia y Familia y la Defensoría de Familia.
Magistrado Sustanciador:  

Jaime Alberto Saraza Naranjo

Temas: 



TUTELA – CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL – DEBIDO PROCESO – PROCESO DIVISORIO - VENTA DE BIEN COMÚN – AGENCIAS EN DERECHO – LIQUIDACIÓN DE COSTAS - SUBSIDIARIEDAD - IMPROCEDENTE – NO SON PARTE DEL PROCESO – IMPROCEDENTE - “Se narró, en síntesis, que Alfredo Álvarez Villegas, ha vivido en el inmueble con matrícula número “29-59104” desde el año 1969 y ha ejercido posesión desde el 2 de mayo de 2003 cuando murió el propietario, y en el cual ha  realizado actos de señor y dueño como se demuestra con declaraciones extrajuicio y algunos testimonios; en el Juzgado Civil del Circuito se inició proceso divisorio, en el que son partes los respectivos comuneros, radicado con el número 2014-00150, en el que no hubo oposición a la demanda y se decretó la venta en pública subasta; se resistió a la diligencia de secuestro que se ordenó practicar dentro de ese asunto, lo cual le resultó desfavorable; con posterioridad se dispuso la terminación del proceso en razón de que los interesados celebraron una promesa de compraventa con un tercero; en esa culminación del asunto se actuó en forma extralimitada, abusiva y arbitraria ordenando la entrega del inmueble que actualmente poseen los tutelantes a un tercero, con lo que se trasgreden las leyes sustancial y procesal; asimismo, de forma arbitraria, condenado en costas, se fijó una suma excesiva por agencias en derecho. El bien es ocupado por Carolina Álvarez junto con sus dos hijos, por lo que la familia se reputa dueña del mismo. En la actualidad Álvarez Villegas adelanta proceso de pertenencia ante el mismo Juzgado, por lo que existe pleito pendiente que definirá sobre la posesión y titularidad del predio; se solicitó la suspensión del juicio divisorio, que fue negada; la diligencia fue programada para el día 29 de junio del presente año, por lo cual se hace necesaria la promoción de esta demanda constitucional.
(…)

Es bueno precisar que, en todo caso, su actuación queda fuera del alcance de temeridad, pues esta nueva demanda involucra hechos y pretensiones, que no fueron considerados en la anterior, concretamente en lo que tiene que ver con la suma fijada por concepto de agencias en derecho, que sirvió para liquidar las costas que se le cargaron dentro del incidente de oposición a la diligencia de secuestro que presentó en ese mismo asunto y que considera excesivas.
(…)

Según lo deja ver la foliatura,  y lo informó el Juzgado,  el interesado  no interpuso ningún recurso contra el auto del 8 de febrero de 2017, que aprobó la liquidación de costas (f. 48 v.), que hubiera sido el escenario adecuado para debatir lo que ahora considera un desafuero del Juzgado en la tasación de las agencias, es decir, desaprovechó la oportunidad procesal con la que contaba y echó al olvido que esta acción, por su naturaleza, es residual, y solo cabe cuando se ha hecho uso de todas las herramientas que se brindan a las partes en el proceso y ellas han sido infructuosas. 

De manera que también en este sentido, su acción es improcedente.  

Y en cuanto a Carolina Álvarez Giraldo y de sus menores hijos, hay que decir que salta a la vista que el derecho al debido proceso, que daría relevancia constitucional a la cuestión, ninguna alteración pudo sufrir, por la sencilla razón de que no son parte, ni intervinientes admitidos en el proceso divisorio en el que se ordenó la entrega del bien. Por más que aduzca que con ese trámite se afectan sus derechos y los de su familia, nunca fueron citados y tampoco han elevado ante los funcionarios que conocen del asunto, peticiones formales, tendientes a exponer lo que consideran lesivo de los intereses y que plantean por esta excepcional vía, o por lo menos nada de ello se acreditó.
  



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, julio doce de dos mil diecisiete
Expediente: 66001-22-13-000-2017-00670-00

                                       
Acta N° 357 de julio 12 de 2017
 



Decide la Sala la acción de tutela promovida por Alfredo Álvarez Villegas y Carolina Álvarez Giraldo, en su nombre, y en representación, esta última, de los menores JE y MCA 
, contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal y la Inspección Tercera Municipal de Policía de esa misma localidad, a la que fueron vinculados Inedis Zuluaga de Castaño; Hernán Zuluaga Villegas; Amanda Zuluaga de Gómez; Isabel, Helida, Consuelo, Carmen Luisa Zuluaga Villegas y José Humberto Cadavid Ramírez; el Procurador 21 Judicial II Infancia, Adolescencia y Familia y la Defensoría de Familia.
ANTECEDENTES

  



Alfredo Álvarez Villegas y Carolina Álvarez Giraldo, en su nombre, y en representación de los menores JE y MCA, por medio de apoderado judicial, presentan acción de tutela contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal y la Inspección Tercera Municipal de Policía, en la que aducen la violación de los derechos fundamentales”al debido proceso, igualdad ante la ley, acceso a la administración de justicia, la libertad, derechos de los menores a una vida digna, vivienda, educación, a la familia y no ser separada de ella, al arraigo, el interés superior de los niños y el mínimo vital”.
   



Se narró, en síntesis, que Alfredo Álvarez Villegas, ha vivido en el inmueble con matrícula número “29-59104” desde el año 1969 y ha ejercido posesión desde el 2 de mayo de 2003 cuando murió el propietario, y en el cual ha  realizado actos de señor y dueño como se demuestra con declaraciones extrajuicio y algunos testimonios; en el Juzgado Civil del Circuito se inició proceso divisorio, en el que son partes los respectivos comuneros, radicado con el número 2014-00150, en el que no hubo oposición a la demanda y se decretó la venta en pública subasta; se resistió a la diligencia de secuestro que se ordenó practicar dentro de ese asunto, lo cual le resultó desfavorable; con posterioridad se dispuso la terminación del proceso en razón de que los interesados celebraron una promesa de compraventa con un tercero; en esa culminación del asunto se actuó en forma extralimitada, abusiva y arbitraria ordenando la entrega del inmueble que actualmente poseen los tutelantes a un tercero, con lo que se trasgreden las leyes sustancial y procesal; asimismo, de forma arbitraria, condenado en costas, se fijó una suma excesiva por agencias en derecho. El bien es ocupado por Carolina Álvarez junto con sus dos hijos, por lo que la familia se reputa dueña del mismo. En la actualidad Álvarez Villegas adelanta proceso de pertenencia ante el mismo Juzgado, por lo que existe pleito pendiente que definirá sobre la posesión y titularidad del predio; se solicitó la suspensión del juicio divisorio, que fue negada; la diligencia fue programada para el día 29 de junio del presente año, por lo cual se hace necesaria la promoción de esta demanda constitucional.
  



Se pidió, por consiguiente, el amparo de los derechos reclamados y que se ordene al Juzgado dejar sin efecto: (i) la entrega material del bien y, consecuentemente, que la Inspección Tercera Municipal de Santa Rosa, se abstenga de llevar a cabo la comisión para ese efecto; y (ii) el auto del 8 de febrero de 2017, que aprobó las costas del incidente en el que fue condenado por tal concepto. Además, reclamó la suspensión de la diligencia como medida provisional.

  



Se dispuso el trámite de rigor con la vinculación de Inedis Zuluaga de Castaño; Hernán Zuluaga Villegas; Amanda Zuluaga de Gómez; Isabel, Helida, Consuelo, Carmen Luisa Zuluaga Villegas y José Humberto Cadavid Ramírez; el Procurador 21 Judicial II Infancia, Adolescencia y Familia y la Defensoría de Familia; se concedió el término de 2 días para ejercer el derecho de defensa; hubo decreto de pruebas y se negó la solicitud de medida provisional.
 



La funcionaria judicial accionada, dio cuenta del trámite seguido dentro del respectivo proceso divisorio que se dio por terminado con auto del 14 de septiembre de 2016, con la orden de entrega del bien; señaló que auto que aprobó la liquidación de costas, quedó en firme el 15 de febrero de 2017, sin que hubiera sido objetado; que el señor Álvarez Villegas ha torpedeado la práctica de la diligencia de entrega que fue ordenada en el asunto y promovió con anterioridad otra acción de tutela que fue declarada improcedente con providencia del 2 de mayo de 2017 y que al mismo se le han garantizado sus derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia con la resolución de todos los pedimentos elevados.

 



En lo que respecta a Carolina Álvarez y sus representados, reseñó la inexistencia de solicitud alguna relacionada con la diligencia de entrega programada sobre el bien de que da cuenta esta acción; y remitió vía electrónica las copias solicitadas que se graban en un disco compacto.

  



El Procurador Judicial, previo recuento jurisprudencial sobre los requisitos de procedibilidad de la acción de tutela, indicó que el interesado no agotó las alternativas procesales frente a la decisión que resolvió sobre la oposición a la diligencia de secuestro; tampoco agotó recursos frente al proveído que aprobó la liquidación de costas; ni cumple con el principio de inmediatez, pues, desde el año 2016 conoció de la suerte del incidente que propuso, por todo lo cual el amparo se torna improcedente.
  



De otro lado, José Humberto Cadavid Ramírez, por medio de apoderado, se pronunció sobre los hechos del libelo y solicitó igualmente la improcedencia de la demanda, por cuanto no hay evidencia alguna de vulneración de los derechos fundamentales invocados.

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, por la inconformidad que le causa a los accionantes el hecho de que el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, hubiese ordenado la entrega del bien inmueble que afirman ocupar en calidad de poseedores, prevalido de una terminación del proceso en el que se halla inmiscuido el mismo, providencia que trasgrede la legalidad.
La Sala se referirá a la promoción de más de una acción de tutela con un mismo propósito, a las causales generales de procedibilidad de la acción y a la legitimación en la causa cuando de atacar providencias judiciales se trata y, finalmente, definirá la cuestión.  

Lo primero por decir en este caso es que, como se alertó sobre la presentación de una demanda similar por parte de Alfredo Álvarez Villegas frente a los mismos accionados, que conoció la Sala-Civil Familia de esta Corporación, de conformidad con lo reglado por el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 “Cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes”. 

  



Esta norma viene al caso porque, según la prueba recolectada (f. 78 a 87), el señor Alfredo Álvarez Villegas promovió otra acción idéntica a esta, en relación con la orden de entrega y su potencial materialización, contra el Juzgado Civil del Circuito y la Inspección Tercera Municipal de Policía de Santa Rosa de Cabal, respecto del mismo proceso divisorio. En efecto, con anterioridad se tramitó una solicitud de protección ante esta misma Sala, cuya decisión data del 2 de mayo del presente año; una vez declarada improcedente, fue remitida a la Corte Constitucional para su eventual revisión, según se registra en el Sistema Siglo XXI (f. 117 v.).
  



Allí, en la tutela radicada al número 2017-00367-00, que hace relación al juicio divisorio radicado al número 2014-00150-00 respecto del bien con matrícula 296-59104, tramitado en el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, consideró lesionados sus derechos al debido proceso y mínimo vital y, en esencia, pidió que se ordenara al juzgado que no realizara la diligencia de entrega ordenada, dada su calidad de poseedor y en vista de que inició un proceso de pertenencia sobre el mismo. 

  


Es decir, que hay identidad de partes, pues el accionante en ambos casos es Alfredo Álvarez Villegas, el accionado principal, el Juzgado Civil del Circuito mencionado, así como la Inspección Tercera Municipal de Policía, comisionada para la entrega; identidad de objeto, ya que lo que se pidió en aquella ocasión es lo mismo que ahora, en su mayoría, se invoca; e identidad de causa, porque los hechos carecen de divergencia trascendental con los actuales.  A ello se suma, que se aducen similares derechos.

   



Sobre estos supuestos ha dicho la Corte Constitucional
, que:

   


“Bajo este orden de ideas, la Sala debe resaltar que la jurisprudencia ha establecido los requisitos que soportan y condicionan la improcedencia por duplicidad de acciones y, por tanto, ha fijado el conjunto de condiciones a las que se debe remitir el juez en orden a confirmar la existencia de la infracción.  Cada una de ellas recalca la obligación de comprobar la completa identidad entre los elementos de cada solicitud de amparo a partir de cuatro pasos, y –además- de inspeccionar si existe un justificante relevante de dicho actuar. La sentencia de unificación citada, indicó textualmente lo siguiente:

“8.  Para deducir que una misma demanda de tutela se ha interpuesto varias veces, con infracción de la prohibición prevista en el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, es indispensable acreditar: 

“(i) La identidad de partes, es decir, que ambas acciones de tutela se dirijan contra el mismo demandado y, a su vez, sean propuestas por el mismo sujeto en su condición persona de natural, ya sea obrando a nombre propio o a través de apoderado judicial, o por la misma persona jurídica a través de cualquiera de sus representantes legales.
“(ii) La identidad de causa petendi, o lo que es lo mismo, que el ejercicio simultáneo o sucesivo de la acción se fundamente en unos mismos hechos que le sirvan de causa.
“(iii) La identidad de objeto, esto es, que las demandas busquen la satisfacción de una misma pretensión tutelar o el amparo de un mismo derecho fundamental. 

“(iv) Por último, y como se dijo anteriormente, a pesar de concurrir en un caso en concreto los tres (3) primeros elementos que conducirían a rechazar la solicitud de tutela, el juez constitucional tiene la obligación a través del desarrollo de un incidente dentro del mismo proceso tutelar, de excluir la existencia de un argumento válido que permita convalidar la duplicidad en el ejercicio del derecho de acción. Esta ha sido la posición reiterada y uniforme de esta Corporación, a partir de la interpretación del tenor literal de la parte inicial del artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, conforme al cual: “Cuando sin motivo expresamente justificado la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas a solicitudes”
.

“Esto ha permitido entender el alcance del “juramento” previsto en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, el cual se limita a requerir del tutelante la manifestación de no haber presentado respecto de los mismos hechos, entre las mismas partes y con el mismo objeto otra acción de tutela, pues dicha declaración no puede llegar al extremo de impedir que a partir de nuevos fundamentos de hecho se justifique el ejercicio de la misma acción tutelar.” 
   



Como se ve, cada uno de ellos se cumple en este caso, sin perder de vista, adicionalmente, que la decisión adoptada con antelación, aún se encuentra sometida a un eventual escrutinio la Corte Constitucional, mediante una posible revisión. En consecuencia, se declarará improcedente la acción por esos pedimentos, en lo que a Alfredo Álvarez Villegas se refiere. 

  



Es bueno precisar que, en todo caso, su actuación queda fuera del alcance de temeridad, pues esta nueva demanda involucra hechos y pretensiones, que no fueron considerados en la anterior, concretamente en lo que tiene que ver con la suma fijada por concepto de agencias en derecho, que sirvió para liquidar las costas que se le cargaron dentro del incidente de oposición a la diligencia de secuestro que presentó en ese mismo asunto y que considera excesivas. 
  



Dicho esto, se recuerda que reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, esta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. 
Adicionalmente, ha sostenido invariablemente la misma alta Corporación, que es requisito de procedibilidad de una acción de esta estirpe, la legitimación en la causa por activa. Y si se trata del derecho al debido proceso vulnerado o amenazado por un funcionario judicial, lo propio es que quien promueva la protección debe ser parte en el mismo, o actuar como tercero reconocido dentro del mismo, como en el caso de los incidentes. 

  



Sobre el particular ha dicho, por ejemplo, que:  

Estima la Sala que para considerar que una providencia judicial ha vulnerado un derecho fundamental, es necesario que se demuestre que la autoridad judicial ha actuado de forma tal, que no permitió a los afectados con su decisión, hacerse parte dentro del proceso, o que una vez en éste, incurrió en algunas de las causales previstas para que la acción de tutela proceda contra providencias judiciales. Una persona que no ha intervenido dentro de un proceso judicial, y que no actúa como agente oficioso o como apoderado de quien sí lo ha hecho, no podría alegar una vulneración de sus derechos fundamentales como consecuencia de la decisión tomada por la autoridad judicial…
. 
 



Más recientemente
 señaló: 

Legitimación por activa como requisito de procedencia de la acción de tutela 

1. La Constitución Política
 establece el derecho que tiene toda persona de reclamar ante los jueces, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos fundamentales cuando estos resulten amenazados o vulnerados, mediante un procedimiento preferente y sumario. 

Igualmente, el artículo 10º del Decreto 2591 de 1991 establece que toda persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales podrá solicitar el amparo constitucional por sí misma, por representante, o a través de un agente oficioso, cuando el titular de los derechos vulnerados o amenazados no esté en condiciones de promover su propia defensa.

2. En particular, sobre la legitimación por activa en los casos de tutelas contra providencias judiciales, la sentencia T-240 de 2004
, indicó que, cuando se demuestra que una autoridad judicial incurre en una vía de hecho, vulnera el derecho fundamental al debido proceso de todas las personas que intervienen en dicho procedimiento. 

Igualmente, en la sentencia T-019 de 2013
, la Corte estableció que la legitimación por activa en tutela contra providencias judiciales, se acredita cuando se demuestra un interés en el resultado del fallo que se revisa en sede constitucional. 

  



Y con igual perspectiva, la Corte Suprema de Justicia, ha expresado:

Dentro del asunto que convoca la atención de la Sala, se infiere que el actor persigue que se deje sin efecto lo actuado dentro del proceso de restitución de inmueble arrendado interpuesto por María Mercedes Herrera contra Miguel Ángel Chaparro Becerra, porque en su concepto no se lo llamó a integrar el contradictorio, a pesar de tener contrato de arrendamiento vigente respecto al inmueble que es objeto de la causa judicial.

El problema jurídico que surge de la situación narrada, rápidamente se soluciona, si se repara en que el actor de esta causa constitucional no es parte dentro del aludido rito declarativo, esto es, porque quien no es parte dentro de un litigio, no le es posible reclamar la vulneración del debido proceso
.

    



Descendiendo al caso concreto, para lo que atañe a Alfredo Álvarez Villegas, se advierte que de acuerdo con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamentó la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante”. 
  



Según lo deja ver la foliatura,  y lo informó el Juzgado,  el interesado  no interpuso ningún recurso contra el auto del 8 de febrero de 2017, que aprobó la liquidación de costas (f. 48 v.), que hubiera sido el escenario adecuado para debatir lo que ahora considera un desafuero del Juzgado en la tasación de las agencias, es decir, desaprovechó la oportunidad procesal con la que contaba y echó al olvido que esta acción, por su naturaleza, es residual, y solo cabe cuando se ha hecho uso de todas las herramientas que se brindan a las partes en el proceso y ellas han sido infructuosas. 
  



De manera que también en este sentido, su acción es improcedente.  

  



Y en cuanto a Carolina Álvarez Giraldo y de sus menores hijos, hay que decir que salta a la vista que el derecho al debido proceso, que daría relevancia constitucional a la cuestión, ninguna alteración pudo sufrir, por la sencilla razón de que no son parte, ni intervinientes admitidos en el proceso divisorio en el que se ordenó la entrega del bien. Por más que aduzca que con ese trámite se afectan sus derechos y los de su familia, nunca fueron citados y tampoco han elevado ante los funcionarios que conocen del asunto, peticiones formales, tendientes a exponer lo que consideran lesivo de los intereses y que plantean por esta excepcional vía, o por lo menos nada de ello se acreditó.
  


 
Esta sola circunstancia, torna improcedente el reclamo, sin perjuicio de que se agregue que tiene a su alcance otros medios de defensa judicial, si es que cree tener algún derecho sobre el inmueble, pues la manifestación pertinente la podrá hacer durante la diligencia de entrega, para que sea el juez, o su comisionado, el que decida, con conocimiento de causa, si su postura es admisible. Solo a partir de allí, podría eventualmente acudirse al escrutinio del juez constitucional, a quien le está vedado interferir en asuntos que deben ser, en principio, del estudio del juez ordinario.
En conclusión, bien sea por la falta de legitimación, ora por la anunciada subsidiariedad, se declarará igualmente la improcedencia referida.




Se absolverá a los demás citados por no hallar de su parte trasgresión alguna respecto de los derechos que se reclaman. 
DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Alfredo Álvarez Villegas y Carolina Álvarez Giraldo, en su nombre, y en representación, esta última, de los menores JE y MCA, contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal y la Inspección Tercera Municipal de Policía.
Se absuelve a los demás sujetos intervinientes.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
       DUBERNEY GRISALES HERRERA   
� En virtud del artículo 47 del Código de la Infancia y la Adolescencia, armonizado con el canon 7 de la Ley 1581 de 2012, se omite el nombre del menor, siguiendo de igual manera la posición que sobre este particular ha adoptado la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, cuando un asunto de esta naturaleza involucra menores de edad





� Así lo expuso en la sentencia T-231-08, en la que transcribió apartes de la sentencia SU-713 de 2006.





�   Subrayado por fuera del texto legal.


� Sentencia C-543-92


� 	Sentencias T-1232 de 2004 y T-510 de 2006.


� 	Sentencia T-034 de 2017


� Artículo 86.


� M.P. Jaime Córdoba Triviño.


� M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.


� 	Sala de Casación Civil. M.P. William Namén Vargas. Providencia de 17 de julio de 2008.
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